Fundamentos

            La  Ley 13.392 sancionada por esta Honorable Legislatura determina la adhesión de esta Provincia a la Ley Nacional 26.052 –Modificación de los artículos 5, 34 Y 39 de la Ley Nacional 23.737, LEY DE ESTUPEFACIENTES-. Sobre competencia de la provincia para entender en los delito penados por la Ley de estupefacientes.


Con esta iniciativa el Señor Gobernador Ingeniero Agrónomo Felipe Solá pretendió demostrar que su gobierno esta realmente preocupado por los altos índices de consumo, distribución y comercialización en menor escala de estupefacientes, que como sus propios funcionarios lo han reconocido públicamente está incrementándose  a lo largo de  toda la provincia de Buenos Aires en forma exponencial y causando serias dificultades en el conurbano Bonaerense.


La adhesión a la Ley 26.052, por parte de nuestra provincia asumiendo la competencia de los delitos previstos y penados en la Ley de estupefacientes 23.737 y modificatorias no es más que la presentación publica de una medida que lejos de arribar a soluciones concretas, será un nuevo problema que puede abordarse desde distintos enfoques.


En el debate parlamentario de la Cámara de Diputados de la Nación, ya se habría advertido sobre los efectos de la aplicación de esta norma, por citar solo algunas de las opiniones, por ejemplo la Dra. Marcela Rodríguez, estableció con precisión algunas de estas consecuencias, advirtiendo que se trataba de “una iniciativa muy mala, que tendrá consecuencias muy graves”, no solo desde el punto de vista técnico, ya que su redacción es contradictoria sino en relación a las consecuencias respecto a la política criminal.


En ese debate se resaltaron algunos inconvenientes de esta iniciativa que no nos va a permitir luchar mejor contra el narcotráfico, sino que por el contrario la va a entorpecer. 


La doctora Lucila Larrandart, una especialista en la materia y jueza federal en la provincia de Buenos Aires, fue quien advirtió de cómo se iban a complejizar las causas.


La ley de estupefacientes no establece ningún parámetro para decidir a partir de qué cantidad de estupefacientes se debe considerar que se está en un caso de comercialización o de tenencia. 


Esta disquisición ahora pasa a tener un rol fundamental, porque esta indefinición va a jugar un papel muy importante a la hora de determinar si tiene o no que ser competencia de la Justicia Federal o local


Analicemos el caso de una cantidad de droga exigua, lo que lleva a pensar en la competencia de la justicia local.


Comienza la investigación y a partir de la confesión del propio detenido, se llega al vendedor, a partir del cual se encuentra una red de narcotraficantes.


El juez local debería declarar que es incompetente, por lo que la causa tendría que pasar a la justicia federal. ¿Qué pasa si el juez federal expresa que para él tampoco es un supuesto de narcotráfico y rechaza la competencia? La discusión de la competencia debería pasar directamente a la Corte Suprema de Justicia, donde pasarán años para dilucidar la cuestión. 


En este momento las cuestiones de competencia entre la Justicia Federal y la Nacional no llevan menos de un año para su resolución.


Está claro que cuando un juez local quiera adentrarse en la investigación, se dará cuenta que ella no tiene sentido, porque debería declinar la competencia si tuviese que investigar a la red de narcotraficantes, corriendo el riesgo de que si continúa la investigación y se presenta un tema de competencia, la propia investigación podría declararse nula. Ello, obviamente, produce una desmotivación en el juez y trae aparejado un dispendio jurisdiccional.


Todo esto no se resuelve con la norma que dice que en caso de duda debe primar la Justicia Federal, porque el problema surge una vez que la litis está trabada. 


El conflicto también se va a generar al inicio de las actuaciones. Si un policía interviene en un caso de estos, llamará al Juzgado de turno federal, que podría decirle que la cantidad de droga es exigua y, en consecuencia, se trata de un caso de tenencia. A su vez, el juzgado local podría decir que se trata de un caso de comercialización. 


En consecuencia, surgirán una serie de conflictos que implicarán un dispendio jurisdiccional y una ineficacia en la persecución. Además, se producirá una demora que desmotivará al juez y tornará muy difícil cualquier investigación de narcotráfico.  Cuando se plantea la cuestión de competencia, ¿qué pasaría si un juez local decidiera sobreseer a los imputados, siendo que después resulta que debería haber intervenido la Justicia Federal? Cuando el juez local sobresee, ¿hace cosa juzgada? ¿Qué pasa? ¿Cómo se resuelve? Por supuesto que todo esto tiene una solución en el marco normativo; allí la vamos a encontrar. Pero, ¿cuándo va a ser esto? Después de un largo expendio jurisdiccional. 


Sin duda, cuando se dice que esto va a complicar las causas, va a ser así, ya que si queremos investigar un hecho donde hay tenencia simple y una red de tráfico obviamente la unificación de la causa permite una mejor investigación, y por otra parte corremos el riesgo de tener que dejar en manos de la policía la decisión del juez al que le va a tocar intervenir en un caso o en otro. 


En realidad, es abrirle nuevas cajas a la corrupción y los vínculos mafiosos.

Además varios juristas han advertido que, esto va a implicar un descalabro en la Justicia local. 

Esos juzgados locales, que están encargados de investigar los homicidios, los robos, las lesiones y los delitos contra las personas, van a tener que ocuparse no sólo de eso, que ya los tiene abarrotados, sino también, por ejemplo, de algunos muchachitos que llevan consigo dos cigarrillos de marihuana. Entonces, ¿qué estamos privilegiando? 


En la mayoría de los departamentos judiciales de la provincia de Buenos Aires se están fijando audiencias de juicios para dentro de dos, tres o cuatro años. En una cantidad de causas se aceptan los juicios abreviados pero no porque los defensores o los imputados estén de acuerdo sino porque les conviene más eso que esperar tres o cuatro años para poder tener un juicio. Esta es la situación que tenemos en la Justicia de la provincia de Buenos Aires. A esta Justicia desbordada la queremos seguir abarrotando, lo que va a producir su verdadero colapso. 

 
Cito textualmente a Lucila Larrandart, en las opiniones que ha vertido: "Agregada a ello..." -por la cantidad de causas que tiene-"...la cantidad de causas por droga implicaría el colapso del sistema de Justicia penal local."  En muchos casos esta Justicia abarrotada hace que los fiscales deleguen funciones en la policía. Evidentemente, las causas de droga son aquellas donde mayor corrupción existe.  Es cierto que la Justicia federal tiene problemas para poder controlar la corrupción policial en los casos de narcotráfico, pero también lo es que en la Justicia federal el número de causas no es el mismo >que el de la Justicia local. Esto va a habilitar que las policías locales  tengan habilitadas nuevas cajas ahora también para el caso del "chiquitaje", con muchas menos posibilidades de control dado que los jueces locales van a estar mucho más excedidos.


También se ha señalado que en realidad lo que vamos a tener es un problema, dado que va a implicar la adhesión o no de determinadas provincias, y como cada una tiene su sistema procesal propio vamos a tener en el mismo país procesos absolutamente diferentes por el mismo delito, y en casos de declinación de competencia nuevamente van a ser >muy engorrosos todos los trámites judiciales. 


El proyecto es además de mala técnica legislativa. Esta realmente vinculado a la necesidad de mostrar políticas donde no las hay.


La modificación del artículo 34, se dice que podrá optarse por la competencia local cuando se comercien, entreguen, suministren o faciliten estupefacientes fraccionados en dosis destinadas directamente al consumidor. 


¿Qué quiere decir "fraccionados en dosis destinadas directamente al consumidor"? ¿Que si agarramos a alguien que tiene un kilo pero lo tiene en bolsitas de un gramo le toca la justicia local? Porque una interpretación posible es ésta. Está diciendo que cuando se comercie droga fraccionada en dosis destinadas directamente al consumidor puede optarse por la competencia local. ¿Qué quiere decir fraccionada? Esto va a traer una confusión porque si alguien tiene un kilo de cocaína fraccionado en bolsitas de un gramo cada una no se sabrá qué le toca. Insisto en que este dictamen está mal redactado y esto también se repite en relación con la competencia de la Ciudad de Buenos Aires.


En el mismo orden distintos encuentros, debates de organizaciones no gubernamentales, fiscales, personalidades de la Justicia y otros actores vinculados al tema han manifestado su preocupación.


También a manera de ejemplo, en un documento que dio a conocer tras la realización en el Senado bonaerense de una jornada de análisis y debate sobre la aplicación de la nueva ley que desfederaliza los delitos de narcotráfico, el Foro para la Justicia Democrática (Fojude) -que nuclea a funcionarios judiciales- señaló que "si se persigue mayor eficacia en el combate de la droga, pretender hacerlo con un sistema judicial sobrecargado con la competencia ordinaria exige -a lo menos- asegurar que se podrán afrontar las necesidades derivadas de la ampliación de la misma en esa magnitud".


El Fojude remarcó que si de todas maneras se decidiera avanzar en la implementación de la ley, debería dotarse previamente a la Justicia "de todos los recursos humanos y materiales que reclama elementalmente semejante empresa", ya que de lo contrario "se consolidaría el actual estado del sistema penal, con un nuevo y estrepitoso fracaso conceptual y práctico, con los inconmensurables daños que ello implique".


En el documento también se destacó que la persecución del narcotráfico en la Argentina "se lleva a cabo de una manera desarticulada, porque no existe una coordinación adecuada entre las distintas fuerzas de seguridad, así como entre éstas y el Poder Judicial federal y los de las distintas provincias; y selectiva, por cuanto en esa clase de investigaciones sólo excepcionalmente son detectadas organizaciones dedicadas al narcotráfico o a la venta de estupefacientes en escala considerable y, por el contrario, en la inmensa mayoría de los casos son detectados y encausados pequeños vendedores al menudeo y consumidores".


Los integrantes del Fojude consideraron que "cuando los que trafican en mayor escala y aún los proveedores intermedios de los vendedores de 'la esquina' o 'el kiosco' no aparecen, lo que falla no es sólo la policía provincial que investiga o el juez federal a quien reportan, sino que falla el sistema".


Es por eso que afirmaron que la ley de desfederalización "aumentará la desarticulación existente ni bien comiencen las largas contiendas por la competencia -lo cual inexorablemente sucederá-, agravado por el considerable aumento de las causas que ingresen a la ya congestionada justicia de la provincia de Buenos Aires".


También remarcaron que "surge con igual claridad que se agravará la selectividad ya referida con serio riesgo para quienes desde su situación de consumidores o pequeños vendedores, incluidos los 'trafiadictos', queden a merced de aquellos inescrupulosos funcionarios policiales y penitenciarios que se enriquecen a su costa, en detrimento y riesgo de sus colegas honestos y que con frecuencia integran las crónicas informativas, representando su accionar el mayor sabotaje que puede sufrir cualquier intento estatal de luchar contra fenómenos como el que nos ocupa".


Frente a este cuadro de situación, el Fojude se mostró a favor "del mantenimiento de la jurisdicción federal en la materia y la elaboración de una estrategia integral a partir de un diagnóstico basado en la realidad, con estrecha interconexión y articulación entre las distintas fuerzas de seguridad nacionales y provinciales a cargo de personal especializado, capacitado interdisciplinariamente y de probada honestidad, que dirija la persecución penal hacia los verdaderos responsables del flagelo que significa la droga y no hacerla recaer en quienes, en definitiva, son sus víctimas".


En tanto, la Procuradora General María del Carmen Falbo planteó los inconvenientes que podrían suscitarse por conflictos de competencia entre jueces federales o provinciales y "la necesidad de contar con recursos humanos y materiales suficientes" para esa nueva tarea".


La Sra. Procuradora destacó que la nueva ley significa "un cambio importante, sideral, en la política criminal contra el narcotráfico", pero remarcó que para instrumentar el cambio propuesta será necesario solucionar algunos aspectos vinculados a la carencia de personal, ya que por ejemplo en algunas regiones de la Provincia no hay suficiente cantidad de fiscales o jueces de garantías.

A más de cuatro meses de vigencia de la norma, la justicia bonaerense ya abrió 4.715 causas por delitos con drogas. Pero la incertidumbre sobre lo que pueda ocurrir en el futuro inmediato sigue siendo el factor de preocupación. Es que en la Justicia sumaron esta tarea a la misma infraestructura que está saturada.


Esta  situación y las opiniones vertidas nos motivan para dirigirnos a esta Honorable Cámara a efectos de solicitar el acompañamiento para la aprobación del presente Proyecto de Ley.
PROYECTO DE LEY
El Senado y la Honorable Cámara de Diputados, sancionan con fuerza de:

LEY

Artículo 1º:
 Deróguese la Ley 13.392 sancionada por esta Honorable Legislatura que determina la adhesión de esta Provincia a la Ley Nacional 26.052 –Modificación de los artículos 5, 34 Y 39 de la Ley Nacional 23.737, LEY DE ESTUPEFACIENTES-. Sobre competencia de la provincia para entender en los delito penados por la Ley de estupefacientes.

